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Eider Castillo Osorio Vs Promasivo S.A. y Megabus S.A. Rad. 66001-31-05-003-2016-00061-01

Providencia:                              
Sentencia de 7 de febrero de 2018

Radicación Nro.


66001-31-05-003-2016-00061-01

Proceso

 
             Ordinario Laboral

Demandante:


Eider Castillo Osorio  

Demandados:


Promasivo S.A. y Megabus S.A.

Llamados en garantía:                  Sistema Integrado de Transporte SI 99 S.A. y otros.

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
             Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema:



CONTRATO / RENUNCIA POR CAUSAS IMPUTABLES AL EMPLEADOR / INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO INJUSTO / SOLIDARIDAD / SANCIÓN MORATORIA / SIN BONIFICACIÓN PARA EL PAGO DE SALARIOS - Ha sostenido de manera uniforme la Sala de Casación Laboral, que las sanciones moratorias que se generan por la falta de pago de los salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones (en el sector oficial), no operan de manera automática, ya que en cada caso en concreto se debe adelantar un análisis del comportamiento que asumió el empleador moroso, para verificar si existen razones serias y atendibles que justifiquen su conducta y lo ubiquen en el terreno de la buena fe.
(…)

En cuanto a la sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T., si bien la sociedad empleadora no demostró razones de buena fe que pudieran exonerarla de la imposición de la misma, como se vio precedentemente, lo cierto es que dicha sanción en este caso no puede correr indefinidamente, pues como se ve en el auto de fecha 17 de noviembre de 2016, expedido por la Superintentencia de Sociedades –fls.516 a 518- Promasivo S.A. entró en estado de liquidación el 26 de noviembre de 2015, data en que esa misma entidad, en  providencia  Nº 00400-016033 ordenó la apertura del proceso liquidatorio, lo que significa que a partir de esa calenda, el agente liquidador designado para administrar los bienes de esa sociedad, debía darle un uso adecuado a los recursos, conservando el equilibrio financiero de la entidad y respetando la igualdad de los acreedores, es decir, a partir de ese momento el manejo de la empresa quedó en manos de un tercero ajeno a sus propietarios, quien debía garantizar la igualdad en el pago de los créditos; por lo que desde ese momento le resultaba jurídicamente imposible al agente liquidador disponer libremente de los recursos de la sociedad para cancelar el crédito laboral del señor Castillo Osorio, pues para ello debía seguir todo el proceso concursal dispuesto en la Ley 1116 de 2006.

Bajo tales presupuestos, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., en este caso corrió entre el 7 de julio de 2015 y el 26 de noviembre de 2015, debiéndosele cancelar al señor Eider Castillo Osorio, el equivalente a $29.845 diarios por 140 días de mora, lo cual arroja un valor de $4.178.309. 
(…)

No puede perder de vista que SI 99 S.A. el 18 de mayo de 2004 adquirió el “Compromiso de suscribir solidariamente el contrato de concesión” por la naturaleza jurídica propia que ostenta, sometiéndose única y exclusivamente a la condición suspensiva de que Promasivo S.A. resulte adjudicatario de ese contrato de concesión, es decir, a través de ese documento se desligó de su calidad de accionista de la sociedad empleadora, para comprometerse a responder solidariamente como sociedad anónima, autónoma e independiente, bajo la única condición de que se le adjudicara el referido contrato; lo que indefectiblemente permite concluir que el compromiso que asumió se encuentra vigente, dado que nada incide el hecho de que sea o haya dejado de ser accionista de Promasivo S.A.
(…)

Como puede inferirse de los comprobantes referenciados, la bonificación que venía siendo pagada habitualmente al señor Castillo Osorio era un beneficio habitual que recibió el trabajador como incentivo económico por las tareas efectivamente desarrolladas y por ende, al no estar prestando el servicio efectivo en el periodo en cita, no debe ser tenida en cuenta para liquidar los salarios insolutos causados en él, pues está probado sin discusión que el actor no laboró, dado que fue relevado de presentarse a su puesto de trabajo, aunque la obligaciones contractuales y prestacional permanecieron en cabeza de Promasivo conforme se observa a folio 24 del expediente
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, once de abril de dos mil dieciocho, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por Eider Castillo Osorio y por las llamadas en garantía LIBERTY SEGUROS S.A., SI 99 y LOPEZ BEDOYA Y ASOCIADOS CIA S EN C. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 28 de junio de 2017, dentro del proceso promovido que el primero le promueve a la sociedad PROMASIVO S.A. y MEGABUS S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2015-00239-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Eider Castillo Osorio que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Promasivo S.A existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 16 de noviembre de 2012 y el 30 de noviembre de 2015, el cual fue terminado sin justa causa.

Como consecuencia de lo anterior, aspira que se condene a esa sociedad a reconocer y pagar, debidamente indexados, salarios adeudados, cesantías y sus intereses, primas de servicios, aportes pensionales, la indemnización del artículo 64 del C.S.T., las sanciones moratorias por no consignación de las cesantías y la prevista en el artículo 65 del C.S.T. y las costas procesales a su favor.

Igualmente solicita que se declare que la sociedad Megabus S.A. es solidariamente responsable de las condenas que se le impongan a la sociedad Promasivo S.A.

Después de explicar la naturaleza jurídica y los objetos sociales de las entidades demandadas, refirió que: prestó sus servicios bajo la continuada dependencia y subordinación de Promasivo S.A. entre el 16 de noviembre de 2012 y el 30 de noviembre de 2015, como operador de bus alimentador; debido a los incumplimientos en el pago de sus obligaciones, Megabus S.A. le impuso sucesivas multas a Promasivo S.A.; los mencionados incumplimientos llevaron a los trabajadores  a realizar 7 ceses de actividades entre los años 2012 y 2014, lo que llevó a que se suscribieran varios acuerdos entre las demandadas, el Ministerio del Trabajo, la Alcaldía de Pereira y los trabajadores; el 1º de septiembre de 2014, Promasivo S.A. a través de su gerente le comunicó que lo relevaba de la obligación de presentarse a su sitio de trabajo y que la entidad asumiría sus obligaciones como empleador a pesar de estar cesante; no obstante dicho compromiso ninguna suma le fue cancelada y el día 30 de noviembre de igual año dio por terminado el contrato de trabajo; en los años 2012, 2013 y 2014 devengó salarios mensuales de $644.424, $1.197.289.22 y $1.256.363.56 respectivamente, en los que se incluía la bonificación mensual de $100.000 más las horas extras, dominicales y festivos; no se le cancelaron algunos aportes al sistema general de pensiones y en otros periodos se hizo el pago con una base salarial equivalente al mínimo legal mensual vigente; no ha disfrutado el periodo de vacaciones correspondiente al periodo que va de 16 de noviembre de 2013 a igual data de 2014; el 17 de julio de 2015 elevó reclamación administrativa ante la sociedad Megabus S.A., la cual no fue debidamente contestada.
Al contestar la demanda –fls.90 a 95- Promasivo S.A. aceptó la mayoría de hechos relacionados anteriormente, menos los que hacen relación a Megabus S.A., respecto de los cuales expresó que no le constaban; en cuanto a los hechos relacionados con los motivos que dieron lugar al cese de actividades en Promasivo S.A., indicó que no eran ciertos; precisó además que la vinculación del actor empezó el 19 de noviembre de 2012 y terminó el 7 de julio de 2015, por renuncia del trabajador; respecto al salario devengado por éste afirmó que la bonificación de $100.000 pesos, no constituía factor salarial; en relación con los aportes pensionales afirmó que sólo se adeudaban los meses de septiembre y octubre de 2014, habiéndose incluido dicho crédito, presentado por parte de la AFP Protección, dentro del proceso de liquidación de Megabus S.A. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Prescripción parcial de algunos dineros”, “Inexistencia de algunas de las obligaciones demandadas”, “Cobro de lo no debido” y “La Genérica”.
Por su parte, Megabus S.A. al dar respuesta al libelo introductorio –fls. 114 a 131- aceptó los hechos relacionados con su naturaleza jurídica; la titularidad de esa entidad respecto al sistema de transporte masivo en el área metropolitana, su función de gestor encargado del control y vigilancia de la ejecución del contrato de concesión No 001 de 2004, la reclamación administrativa presentada por el actor el día 17 de julio de 2015 y la negativa de esa entidad de acceder a las aspiraciones económicas de origen laboral elevadas por Castillo Osorio; los demás hechos manifestó que no eran ciertos o no le costaban. Se opuso a las pretensiones y propuso la excepción de “Prescripción”.
En escritos anexos –fls.139 a 142, 146 a 149 y 171 a 174- Megabus S.A. solicitó que fueran llamadas en garantía las sociedades Sistema Integrado de Transporte SI 99 S.A., López Bedoya y Asociados y Cia S. en C. y Liberty Seguros S.A., en consideración a que las dos primeras son deudoras solidarias de Promasivo S.A. de conformidad con el contrato de concesión Nº 01 de 2004 y frente a la aseguradora, debido a que ese contrato fue amparado mediante la suscripción de la póliza Nº 1937092 de 22 de agosto de 2013, vigente entre el 22 de agosto de 2011 hasta 22 de agosto de 2018.

Al responder el llamamiento –fls 207 a 230- Liberty Seguros S.A., manifestó que no le constan los hechos relatados en la demanda y se opuso a las pretensiones del accionante. Propuso las excepciones de mérito de “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Inexistencia de la obligación demandada por inexistencia de causa jurídica”, “Improcedencia de reconocimiento de Intereses Moratorios”; “Inexistencia de la obligación de Indemnizar”, “Prescripción” y “Genérica”.
Respecto al llamamiento en garantía, indicó que se remite al contenido de las condiciones generales y particulares del contrato de seguro celebrado.  No se opuso a las pretensiones, pero condicionó la afectación de la póliza a que el objeto del presente litigio se encuentre debidamente cubierto por ésta y que no se presenten alguna causal de exclusión de responsabilidad. Propuso como excepciones las de “Inasegurabilidad de la culpa grave y los actos meramente potestativos”, “Riegos no amparados”, “Ausencia de dolo”, “Limite asegurado”, “No constitución en mora por parte del beneficiario”, “Oposición a medios de prueba emanados de terceros”.

A su turno la sociedad López Bedoya y Asociados Cia S en C. aceptó los hechos en los que soporta el llamamiento en garantía, pero aclaró que en virtud al contrato de concesión no está llamado a responder solidariamente por las condenas que lleguen a imponerle a Megabus S.A., por lo que se opuso a la pretensión que en ese sentido formuló la llamante, precisando que, de acuerdo con la suscripción de las pólizas y garantías exigidas, es Promasivo S.A. quien debe responder.  Como excepciones formuló las de “Ausencia de Solidaridad entre la Sociedad López Bedoya y Asociados & Cía S en C.”, “Prescripción” e “Inexistencia de las obligaciones demandadas”. 
La sociedad Sistema Integrado de Transporte Masivo SI 99 S.A. se vinculó a la litis -fls.274 a 286- negando los hechos del llamamiento en garantía, excepto el relacionado con la literalidad de la cláusula 122 del contrato de concesión y aunque aceptó que suscribió el contrato de concesión Nº 01 de 2004, precisó que la responsabilidad solidaria emerge frente a las obligaciones contractuales de Megabus S.A. y no de las relaciones que contraiga Promasivo S.A.  Se opuso a las pretensiones del actor y formuló las excepciones de fondo de “Falta de legitimación por pasiva”, “Cobro de lo no debido por inexistencia de la obligación”; “Inexistencia de la solidaridad”; “Cobro de lo no debido por ausencia de causa”; “Buena fe” y “Prescripción”.

En sentencia de 28 de junio de 2017, la funcionaria de primer grado declaró que entre el demandante y la sociedad Promasivo S.A. existió un contrato de trabajo a término indefinido que tuvo vigencia entre el 19 de noviembre de 2012 hasta el 7 de julio de 2015, data en que el trabajador presentó su renuncia voluntaria al cargo.
Preciso también, luego de analizar la prueba documental aportada por las partes que, debido a la crisis económica del empleador se encontraban insolutas acreencias laborales como, salarios, cesantías, intereses a las cesantías, primas de servicio de los años 2013, 2014 y 2015, procediendo a liquidarlos, luego de establecer la base salarial para su cálculo, teniendo en cuenta para ello, los dominicales, festivos, horas extras y bonificaciones percibidas por el demandante en esas anualidades.
Por lo expuesto condenó a Promasivo a reconocer y pagar a favor del demandante, los montos previstos en las tablas anexas al acta de la audiencia.
Ordenó también que esa sociedad realizara el pago de los aportes al sistema de seguridad social en pensiones de los ciclos de abril a octubre y diciembre de 2013 y de junio de 2014 al 7 de julio de 2015, teniendo en cuenta el ingreso base de liquidación plasmado en la tabla anexa.

Negó la imposición de las sanciones moratorias de los artículos 65 del C.S.T. y 99 de la Ley 50 de 1990, al considerar que en el proceso había quedado demostrada la difícil situación económica que empezó a afrontar la sociedad Promasivo S.A. desde el año 2012, lo que la llevó a incumplir con las obligaciones con sus trabajadores, lo que muestra que nunca fue su intención incumplir sus deberes como empleador.

A continuación estableció que Megabus S.A. es solidariamente responsable frente a todas las condenas impuestas a Promasivo S.A. como beneficiario de la obra, como lo determina el artículo 34 del C.S.T.

También declaró solidariamente responsables a las llamadas en garantía SI 99 S.A. y López Bedoya y Asociados Cia S en C., al haberse comprometido bajo esos términos en el contrato de concesión 01 de 2004.

A su vez, determinó que Liberty Seguros S.A. debe responder por las condenas impuestas a la sociedad Megabus S.A. en los términos establecidos en la póliza Nº 1937092, al ser el beneficiario de la misma.

Condenó en costas en un 100% a la sociedad Promasivo S.A. a favor del demandante, y en un 100% a las sociedades llamadas en garantía a favor de Megabus S.A.

Inconformes con la decisión, la parte actora, López Bedoya y Asociados Cia S en C, SI 99 S.A. y Liberty Seguros S.A. interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:

La apoderada judicial del demandante interpuso recurso cuestionando la absolución de Promasivo S.A. respecto a las indemnizaciones por despido injusto y moratoria, pues considera que la terminación del vínculo por parte del trabajador se generó por causas imputables al empleador, dado que la situación de la empresa era insostenible y mantener vigente el nexo laboral que le impedía laborar al servicio de otras empresas, siendo evidente que lo que se presentó fue un despido indirecto.

En cuanto a las sanciones moratorias argumenta que contrario a lo expresado en el curso de la primera instancia, hay lugar a su imposición, en consideración a que la sociedad demandada no demostró que sus actuaciones estuviesen revestidas de buena fe, pues en ningún momento solicitó al Ministerio de Trabajo autorización para suspender los contratos laborales y en el momento en que paralizó las operaciones mantuvo la expectativa de reanudarlas, cuando lo que debió hacer fue terminar los contratos con sus trabajadores para así no generarles los perjuicios como efectivamente lo hizo.
Indicó además que no existe justificación para los malos manejos que dio Promasivo S.A.  a la operación de STM –Sistema de Transporte Masivo-, pues el otro operador viene ejecutando el mismo objeto, sin reparo alguno, precisando además que la iliquidez o la difícil situación económica no es excusa para exonerar de dichas sanciones a la sociedad condenada, haciendo notar que el precedente de esta Corporación relacionado con la absolución de tales indemnizaciones no es aplicable al presente caso.
Finalmente solicitó que se mantuviera la declaración de solidaridad de Megabus S.A. respecto a las acreencias adeudadas, conforme a la posición de esta Sala de decisión.

Liberty Seguros S.A. indicó a su paso que no es solidaria con las obligaciones impuestas a Promasivo S.A., ya que la mala fe de las conductas del tomador asegurado, verificables en la ausencia de pago de las prestaciones sociales al trabajador y la condena aquí impuesta en ese sentido, no tiene la virtualidad de afectar la póliza, según las voces del artículo 1055 del Co.Co,  pues en la relación asegurador – asegurado priman las condiciones pactadas en el contrato de seguro y por lo tanto las exclusiones allí previstas.
Referente a la imposición de costas, solicitó su absolución en consideración a que ha actuado conforme a la normatividad vigente y a los parámetros jurisprudenciales, no siendo su responsabilidad el debate que se generó y que dio lugar al presente proceso, participando de manera activa y velando siempre, de manera oportuna, por sus intereses.
Finalmente SI 99 S.A. sostuvo que no es posible que se le declare solidariamente responsable frente a las condenas impuestas a Promasivo S.A., dado que las obligaciones que se derivan del contrato de concesión 001 de 2004 y a las luces de la ley 80 de 1993, no deben ser impuestas ya que fungió como un tercero que no hizo parte de la relación allí pactada, frente a la cual sólo se buscaba presentar el pliego de peticiones y la firma que plasmó en el referido convenido lo obliga frente la presunta responsabilidad de los allí firmantes y no respecto a terceros ajenos a esa relación.
Indicó también que al ser Promasivo S.A. una sociedad de personas, está vetada la posibilidad de imponerle a sus accionistas este tipo de responsabilidades, y en todo caso, para la fecha en que se presentó el incumplimiento por parte del empleador, SI 99 S.A. no era accionista, ya que su paquete accionario fue enajenado en el año 2009.

Por su parte López Bedoya y Asociados Cia S en C. apeló la sentencia, pero sólo respecto a la inclusión de la bonificación como factor salarial para pagar los salarios insolutos que ordenó cancelar el a quo  por el periodo julio de 2013 a 7 de julio de 2014, ya que ese beneficio se cancela en virtud a la prestación del servicio y en este caso el actor había cesado en sus funciones.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:
¿Hay lugar a la indemnización por despido injusto cuando el trabajador renuncia por causas imputables al empleador?

¿Debe ser condenado Promasivo S.A. al pago de la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T.?

¿Están llamadas las sociedades llamadas en garantía a responder solidariamente por las condenas impuestas en contra de Promasivo S.A. en calidad de empleador y de Megabus S.A. como solidaria responsable?

¿Le asiste razón a la aseguradora Liberty S.A. cuando afirma que en el proceso quedó acreditada la mala fe del empleador Promasivo S.A. y en consecuencia no es posible afectar la Póliza Nº 1937092?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1- DESPIDO INDIRECTO. CONSECUENCIA PARA EL EMPLEADOR

Según las voces del artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, el despido indirecto se configura cuando el empleador, sea por acción u omisión, da lugar a la terminación unilateral del contrato individual de trabajo por parte del trabajador por alguna de las causales previstas en los Numerales 1 a 8 del literal B) del Art. 62 del C.S.T. 

Ahora bien, el despido indirecto produce los mismos efectos de la terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa, razón por la cual, el empleador que con su conducta hubiese dado lugar a éste, está llamado a resarcir al trabajador los perjuicios que por el incumplimiento de lo pactado en el contrato de trabajo se hubieren generado, pagando la indemnización que la ley laboral contempla para los eventos de despido injusto –Art. 64 C.S.T.-

2- DEBER DE MANIFESTAR LOS MOTIVOS DE TERMINACIÓN 

Está previsto en el parágrafo del artículo 62 del C.S.T., que: “la parte que termina unilateralmente el contrato de trabajo debe manifestar a la otra, en el momento de la extinción, la causal o motivo de esa terminación. Posteriormente no pueden alegarse válidamente causales o motivos distintos.”  
3-  DE LAS SANCIONES MORATORIAS
Ha sostenido de manera uniforme la Sala de Casación Laboral, que las sanciones moratorias que se generan por la falta de pago de los salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones (en el sector oficial), no operan de manera automática, ya que en cada caso en concreto se debe adelantar un análisis del comportamiento que asumió el empleador moroso, para verificar si existen razones serias y atendibles que justifiquen su conducta y lo ubiquen en el terreno de la buena fe.
Dicha posición fue reiterada en las sentencias CSJ SL14651-2014 y SL 6119 de 26 de abril de 2017 radicación Nº 50514 ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, en la que recordó:

“Sólo como fruto de esa labor de exploración de tal comportamiento, le es dable al juez fulminar o no condena contra el empleador. Si tal análisis demuestra que éste tuvo razones serias y atendibles, que le generaron el convencimiento sincero y honesto de no deber, o que justifiquen su incumplimiento, el administrador de justicia lo exonerará de la carga moratoria, desde luego que la buena fe no puede merecer una sanción, en tanto que, como paradigma de la vida en sociedad, informa y guía el obrar de los hombres.

De suerte que la indemnización moratoria procede cuando, después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.”
Nótese que la Alta Magistratura ha entendido que el examen que debe realizar el operador jurídico respecto al comportamiento del empleador moroso, se circunscribe en determinar si hay razones que justifiquen su incumplimiento, con el fin de ubicar ese proceder en el terreno de la buena fe, es decir, en ningún momento propone un análisis para que se demuestre si hubo mala fe por parte del empleador, pues nótese como la Corte termina indicando que la indemnización procede cuando después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.
EL CASO CONCRETO

Con el fin de dar orden y coherencia a la decisión, se decidirá primero lo concerniente a la apelación formulada por el apoderado judicial de López Bedoya y Asociados & Cía S. en C. respecto a que la bonificación de $100.000 mensuales, no debía incluirse para el pago de los salarios correspondientes al periodo que va de julio de 2014 al 7 de julio de 2015.
No se encuentra en discusión en esta sede que la empresa Promasivo S.A. le canceló de manera regular dicho rubro durante el tiempo en que el actor laboró como operador de bus alimentador; no obstante, conforme las nóminas que obran en CD  a folio 131, a partir del momento en que el empleador dejó de movilizar la el parque automotor con el que desempeñaba su función dentro del sistema de transporte masivo de la ciudad, liquidó únicamente el salario básico y la seguridad social de los trabajadores que continuaban vinculados pero que no estaban operando dichos vehículos.
Como puede inferirse de los comprobantes referenciados, la bonificación que venía siendo pagada habitualmente al señor Castillo Osorio era un beneficio habitual que recibió el trabajador como incentivo económico por las tareas efectivamente desarrolladas y por ende, al no estar prestando el servicio efectivo en el periodo en cita, no debe ser tenida en cuenta para liquidar los salarios insolutos causados en él, pues está probado sin discusión que el actor no laboró, dado que fue relevado de presentarse a su puesto de trabajo, aunque la obligaciones contractuales y prestacional permanecieron en cabeza de Promasivo conforme se observa a folio 24 del expediente

Prospera, por ende el recurso formulado por López Bedoya y Asociados & Cía S. en C. Por lo tanto, se dispone la liquidación de salarios insolutos descartando la bonificación como parte de éste, pero sólo para estos precisos efectos. En ese orden, al demandante le asiste el derecho al pago de $10.953.139, teniendo como salario mensual la suma de $895.352 y un total de 367 días sin remuneración.  
Respecto a los motivos de disenso de la parte actora, se tiene que en primer lugar determinará la Sala, con sustento en las pruebas que fueron incorporadas al proceso, si realmente se configuró o no un despido indirecto por parte del señor Eider Castillo Osorio, como lo reclama el recurrente.
Para el efecto, es preciso señalar que en el libelo inicial el demandante señala en el hecho décimo sexto que el contrato de trabajo fue terminado unilateralmente por Promasivo S.A. el día 30 de noviembre de 2015 a lo que la sociedad contestó que no era cierto ya que el demandante presentó renuncia a la Gerencia Promotora de Promasivo S.A. a partir del 7 de julio de 2015, afirmación que fue corroborada por el actor al absolver el interrogatorio de parte.

Ahora, respecto a la comunicación de los motivos que llevaron al señor Eider Castillo Osorio a dar por terminado el contrato de trabajo, se tiene que en la reclamación administrativa presentada a Megabus S.A. el 17 de julio de 2017 –fl 66 a 69-, éste indicó que “En vista a los constantes incumplimientos por parte del empleador, el trabajador decidió dar por terminado de manera unilateral el contrato de trabajo el día 7 de julio de 2015, para ello radicó en la oficinas de “Promasivo S.A. un escrito en el que se señala punto a punto los incumplimientos del empleador que motivaron la terminación unilateral del contrato”; no obstante, dicho documento no fue relacionado como anexo de la demanda, no se solicitó que el empleador lo aportada con la respuesta a la acción, ni obra en el CD de pruebas que acompañó esa contestación. 
Así mismo, en el interrogatorio de parte a pesar de que el actor manifestó haber presentado su renuncia por la difícil situación económica que atravesaba el operador del sistema de transporte accionado, que no le permitió cancelar sus obligaciones obrero –patronales, nada indicó respecto a si dio a conocer a Promasivo S.A. los motivos por los que dio por terminado el contrato de trabajo, es más, luego de ser indagado respecto al tema y su posteriores vinculaciones con Transportes el Saman y Transperla del Otún, informó que renunció para poderse vincular con el primero de los señalados.
Lo anterior permite concluir entonces que al no existir evidencia de que informó a Promasivo de que la terminación del contrato de trabajo por su parte obedeció a la falta de pago de los salarios, no resulta procedente declarar que el contrato laboral terminó por causas imputables al empleador y por ende, no hay lugar a reconocer la indemnización por despido injusto pretendida.
Respecto a la indemnización moratoria, la falladora de primer grado justificó su decisión de absolver a la sociedad Promasivo S.A. de la imposición de la sanción moratoria previstas en el artículo 65 del C.S.T. y del artículo del 99 de la Ley 50 de 1990, en que no le era posible a esa sociedad cumplir con sus obligaciones contractuales por el hecho de encontrarse en una crisis financiera que la llevó a suspender labores, situación que si bien, de acuerdo con la jurisprudencia nacional, no justifica el incumplimiento de sus obligaciones laborales, si permite inferir que no se trató de un obrar caprichoso y arbitrario, sino de la imposibilidad económica de cumplir con lo convenido con sus trabajadores.

En efecto, tal como lo señala la juez de primer grado, la jurisprudencia nacional y local ha señalado que ese tipo de sanciones no se imponen de manera automática, ya que si el empleador acredita razones atendibles que puedan ubicarse en el plano de la buena fe respecto a la falta de pago de sus obligaciones contractuales, hay lugar a exonerarlo de su imposición.

En su defensa, Promasivo S.A. al dar respuesta a la demanda –fls.95 a 113- sostuvo que desde el año 2012 venía presentando un déficit en su contabilidad que evidenciaban grandes pérdidas en sus estados financieros, no obstante, dicha entidad no trajo al plenario los documentos idóneos que dieran fe de ello, como lo son las copias de los libros contables que debe conformar toda sociedad comercial, y que son indispensables para el asiento de sus operaciones, como lo establece el artículo 48 del Código de Comercio; siendo del caso advertir que aún en el evento en el que se hubieren traído dichas pruebas al plenario, ellas por si solas no permitirían ubicar el accionar del empleador en el plano de la buena fe, pues como lo recordó la Sala de Casación Laboral en la sentencia SL 2448 de 22 de febrero de 2017, esa sola circunstancia no tiene la potencialidad de exonerar el empleador de las correspondientes sanciones moratorias.

Así las cosas, como quiera que no fue motivo de recurso la condena impuesta por el pago de las cesantía de los años 2013 a 2015, procede la sanción por no consignación de las cesantías, correspondientes a las dos primeras anualidades, la cual correrá desde el 15 de febrero de 2014 hasta el 7 de julio de 2015, fecha de terminación del vínculo, en cuantía de un día de salario por cada día de retardo.  En cuanto a las cesantías del año 2015, como quiera que en esa año se produjo la terminación del vínculo no existía la obligación legal de depositarlas en un fondo conferido para tales efectos.
Como los salarios determinados en la sentencia recurrida para el año 2013 no merecieron reparo de las partes, se tiene entonces que el promedio diario de lo devengado en esa anualidad es $36.220 por 360 días en mora, lo que arroja como resultado $13.039.200. Para el año 2014 conforme se indicó con precedencia sólo será considerado el salario básico, que para esa anualidad era equivalente a $895.352, siendo la remuneración diaria del orden de $29.845 por 142 días en mora, tiene derecho a que se le reconozca por la sanción prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 la suma de $4.237.990, para un gran total por este concepto de $17.277.190.
En cuanto a la sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T., si bien la sociedad empleadora no demostró razones de buena fe que pudieran exonerarla de la imposición de la misma, como se vio precedentemente, lo cierto es que dicha sanción en este caso no puede correr indefinidamente, pues como se ve en el auto de fecha 17 de noviembre de 2016, expedido por la Superintentencia de Sociedades –fls.516 a 518- Promasivo S.A. entró en estado de liquidación el 26 de noviembre de 2015, data en que esa misma entidad, en  providencia  Nº 00400-016033 ordenó la apertura del proceso liquidatorio, lo que significa que a partir de esa calenda, el agente liquidador designado para administrar los bienes de esa sociedad, debía darle un uso adecuado a los recursos, conservando el equilibrio financiero de la entidad y respetando la igualdad de los acreedores, es decir, a partir de ese momento el manejo de la empresa quedó en manos de un tercero ajeno a sus propietarios, quien debía garantizar la igualdad en el pago de los créditos; por lo que desde ese momento le resultaba jurídicamente imposible al agente liquidador disponer libremente de los recursos de la sociedad para cancelar el crédito laboral del señor Castillo Osorio, pues para ello debía seguir todo el proceso concursal dispuesto en la Ley 1116 de 2006.
Bajo tales presupuestos, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., en este caso corrió entre el 7 de julio de 2015 y el 26 de noviembre de 2015, debiéndosele cancelar al señor Eider Castillo Osorio, el equivalente a $29.845 diarios por 140 días de mora, lo cual arroja un valor de $4.178.309.  
En lo que respecta a las inconformidades de SI 99 S.A. relacionados con el hecho de que no es posible condenarla a responder solidariamente frente a Promasivo S.A., porque en el año 2009 enajenó el paquete accionario que tenía en esa sociedad, sin embargo, tal y como se dijo precedentemente, la obligación contraída por ésta sociedad y López Bedoya y Asociados Cia S en C. no tiene nada que ver con su calidad de accionistas de Promasivo S.A.

No puede perder de vista que SI 99 S.A. el 18 de mayo de 2004 adquirió el “Compromiso de suscribir solidariamente el contrato de concesión” por la naturaleza jurídica propia que ostenta, sometiéndose única y exclusivamente a la condición suspensiva de que Promasivo S.A. resulte adjudicatario de ese contrato de concesión, es decir, a través de ese documento se desligó de su calidad de accionista de la sociedad empleadora, para comprometerse a responder solidariamente como sociedad anónima, autónoma e independiente, bajo la única condición de que se le adjudicara el referido contrato; lo que indefectiblemente permite concluir que el compromiso que asumió se encuentra vigente, dado que nada incide el hecho de que sea o haya dejado de ser accionista de Promasivo S.A. 
En cuanto a la inconformidad planteada por la aseguradora Liberty S.A., consistente en que no se puede afectar la póliza Nº 1937092 en consideración a que en el proceso quedó demostrada la mala fe de Promasivo S.A. que llevó a que se le condenara a cancelar las sanciones moratorias; lo cierto es que en el proceso no se ha llegado a esa conclusión, pues realmente la conclusión a la que se llegó es que la sociedad empleadora no demostró razones atendibles que pudieran poner su omisión en el plano de la buena fe, sin que necesariamente se le imputara mala fe; análisis éste que se ajusta a lo preceptuado por la Sala de Casación Laboral en sentencia CSJ SL14651-2014 y SL 6119 de 26 de abril de 2017 radicación Nº 50514, en las que reiteró su posición consistente en que el estudio de las razones que llevan a un empleador a incumplir con sus obligaciones laborales, deben estar dirigidas a verificar si lo hizo por razones atendibles que justifiquen su conducta y la pongan en el terreno de la buena fe, es decir, nunca propone un análisis en el que se deba comprobar la mala fe del empleador; pues entre otras cosas, entenderlo en la forma en que lo hace la aseguradora, significaría imponerle una carga probatoria al trabajador, consistente en demostrar la mala fe del empleador, la cual no está contemplada en la Ley, y que tampoco ha sido considerada por vía jurisprudencial; motivos por los que no hay lugar a exonerar a Liberty Seguros S.A. de la responsabilidad que le corresponde en virtud a la póliza Nº Nº 1937092 tomada por Promasivo S.A. en beneficio de Megabus S.A.
A pesar de lo dicho, razón le asiste a la aseguradora cuando afirma que no es solidaria de la obligaciones impuestas a Promasivo S.A., dado que, en efecto esta no es la figura que le cabe en virtud al llamamiento en garantía que efectuó Megabus S.A., pues es respecto a ésta que la primera está obligada y en ese entendido, teniendo en cuenta lo preceptuado en el artículo 64 del C.G.P., lo que corresponde es declarar que Liberty Seguros S.A. debe reembolsar a la llamante el pago que ésta deba hacer como solidaria de las condenas impuestas a Promasivo S.A. en virtud a la póliza antes citada y en ese sentido se hará la corrección pertinente en la parte resolutiva.

Respecto a la condena en costas impuesta contra dicha aseguradora, se tiene que en momento alguno se opuso al llamamiento en garantía y sólo buscó que las obligaciones que surgieran con ocasión de la solidaridad que le fuera impuesta a Megabus S.A., afectaran la póliza, pero sólo respecto a la suma asegurada, argumentos que resultan plausibles, si se tiene en cuenta que en procesos de igual naturaleza se ha hecho uso del mismo contrato de seguro para buscar de la llamada en garantía el reembolso de lo que llegase a cancelar el beneficiario, en virtud a las varias condenas impuestas en esta especialidad. Por ello y porque además, debía declarase primero la obligación en cabeza del tomador para afectarse la póliza No 1937092 vigente entre el 22 de agosto de 2011 y el 22 de agosto de 2018, se absolverá de costas a Liberty Seguros S.A. en ambas instancias. 

En el anterior orden de ideas se modificará el ordinal cuarto de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, en lo que respecta a los salarios insolutos adeudos por Promasivo S.A. al señor Eider Castillo Osorio en el periodo comprendido entre el 1º de julio de 2013 y el 7 de julio de 2014,  correspondiente por dicho concepto la suma de $10.953.139.

Así mismo, se revocara el ordinal séptimo para en su lugar condenar a la empresa Promasivo S.A. a reconocer y pagar las sanciones moratorias de los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., en los términos establecidos anteriormente. 
Posteriormente se modificará el ordinal décimo tercero para absolver a Liberty Seguros S.A. de las costas procesales impuestas en su contra y a favor de Megabus S.A.

De esta manera quedan resueltos los recursos de apelación interpuestos por la parte actora y las sociedades SI 99 S.A., López Bedoya y Asociados & Cía S. en C. y Liberty Seguros S.A.

Costas en esta instancia a cargo de a cargo de las sociedades SI 99 S.A., López Bedoya y Asociados & Cía S. en C. en favor de Megabus S.A.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal CUARTO de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 28 de junio de 2017, para señalar que el monto que debe cancerar Promasivo S.A. al señor EIDER CASTILLO OSORIO   por concepto de salarios causados entre el 1 de julio de 2014 y el 7 de julio de 2017, es del orden de DIEZ MILLONES NOVECIENTOS MIL CIENTO TREINTA Y NUEVE PESOS ($10.953.139).
SEGUNDO: REVOCAR el ordinal séptimo de la misma providencia para en su lugar CONDENAR a la sociedad PROMASIVO S.A. a reconocer y pagar a favor del señor EIDER CASTILLO OSORIO la suma de $17.277.190 por concepto de sanción por no consignación de las cesantías del año 2013 y la suma de $4.178.309 por concepto de sanción por no cancelación de salarios y prestaciones sociales al finalizar el contrato de trabajo.
SEGUNDO. MODIFICAR el ordinal DÉCIMO TERCERO de la sentencia recurrida, el cual quedará así:

“DÉCIMO TERCERO: CONDENAR en costas procesales a PROMASIVO S.A. a favor de Eider Castillo Osorio en un 100%. CONDENAR en costas procesales a SI 99 S.A. y LOPEZ BEDOYA Y ASOCIADOS & CIA S. en C. a favor de MEGABUS S.A. en un 100%. ABSOLVER a LIBERTY SEGUROS S.A. por este concepto”
TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.

CUARTO. CONDENAR en costas en esta instancia a SI 99 S.A. y LOPEZ BEDOYA Y ASOCIADOS & CIA S. en C. a favor de MEGABUS S.A.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
              ADOLFO TOUS SALGADO                                                                   

                                                                                                            Conjuez
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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